Tutela– Igualdad

                                  


Accionante: Carlos Enrique Usma Cañaveral 
Decisión: Niega


[image: image1.png]



TRIBUNAL SUPERIOR 

DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISION PENAL

Magistrado  Ponente
LEONEL ROGELES MORENO
Pereira, dos (2) de diciembre de dos mil diez (2010)
Hora: 5:30 p.m.
      Aprobado por Acta No. 783.
Radicación
:

 66001-22-04-001-2010-00135-00

Accionante:

             Carlos Enrique Usma Cañaveral 

Accionado:

Juez Cuarto Penal del Circuito de Pereira.

Derecho:

debido proceso
ASUNTO
Asume la Sala el estudio de la acción de tutela que promueve el ciudadano Carlos Enrique Usma Cañaveral contra el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de esta ciudad, para deprecar el amparo de sus derechos fundamentales.
ANTECEDENTES

Refiere el libelista que fue capturado el 23 de enero de 2008 por el supuesto delito de hurto, porque se trató de un montaje que le hicieron los miembros de la Sijin, en virtud de lo cual lleva 28 meses en prisión, por lo que pide se revise su proceso, ya que fue condenado sin razón justa y asegura que el álbum fotográfico se elaboró con base en imágenes tomadas antes de ocurrir el delito.
Agrega que el reconocimiento efectuado en Sala de audiencia no fue aceptado por los Magistrados quienes advirtieron que tenía errores y fue condenado a 12 años y 8 meses de prisión sin existir pruebas contundentes, por lo que no se le está respetando el debido proceso y se encuentra esperando la decisión del recurso de apelación que aún no se le ha notificado.
La actuación.

Admitida la demanda y comunicada a la señora Juez Cuarta Penal del Circuito de la ciudad, optó por guardar silencio.
Se practicó inspección al cuaderno principal de la actuación, con lo cual se determinó que luego de adelantado el juicio oral con las formalidades de rigor, el señor Usma Cañaveral fue condenado por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira a la pena corporal de 150 meses de prisión al ser declarado responsable de los delitos de hurto calificado y agravado y fabricación, tráfico y porte de armas de fuego o municiones, decisión esta que fue impugnada por la defensa y cuya alzada de surte actualmente la Sala Penal del Tribunal Superior de esta ciudad.

CONSIDERACIONES

1. Competencia:

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del decreto 2591 de 1991 y primero del decreto 1382 de 2000.
2. Problema jurídico planteado:

Conforme con la exposición fáctica, se cuestiona por la vía constitucional la actuación de la señora Juez Cuarta Penal de este Circuito, en el sentido de que al infligirle condena de 150 meses de prisión, a Usma Cañaveral se vulneró el debido proceso, lo cual obliga a la Colegiatura a efectuar el pronunciamiento a que haya lugar.

SOLUCIÓN

Como se decía, el planteamiento expresado en la demanda por Usma Cañaveral anuncia afectación a la norma 29 Superior porque una vez realizado el juicio oral se le encontró responsable de los delitos antes referidos, decisión que como ya se comentó, fue recurrida por quien se encarga de su defensa.

Con suficiencia está decantado que la acción de tutela es un mecanismo excepcional cuando quiera que la misma se promueve contra las providencias de los jueces, siempre y cuando que en ellas se contengan ostensibles defectos constitutivos de causales de procedibilidad que deben ser conjuradas frente a la inexistencia de otro medio de defensa judicial, pero lo más importante es que ella debe ser residual, es decir, que se legitima para su promoción a quien ha finiquitado los medios de defensa legalmente previstos.

A este instituto no puede acudirse de manera general, sino previo el lleno de requisitos definidos por la jurisprudencia, así:

“1. De acuerdo con lo anterior, la Sala negará las pretensiones de la demanda, por cuanto el accionante incumplió una de las condiciones de habilitación de este tipo de acciones cuando se interponen contra decisiones judiciales, pues la improcedencia de la acción de tutela se da cuando se formula contra actos proferidos en el trámite de un proceso. Al respecto ha dicho la Sala en forma reiterada y difundida:

“Por lo tanto, evidente resulta la improcedencia del amparo, tratándose de un proceso penal que está en trámite, en donde las autoridades accionadas se han pronunciado sobre los asuntos de su exclusiva competencia, sin que resulte posible que el juez constitucional, a modo de tercera instancia, revise el acierto o desacierto de tal decisión o que se pronuncie sobre hechos presuntamente constitutivos de vicios al interior de esa actuación.”

“En ese mismo sentido consideró:
“La acción de tutela tiene por objeto proteger de manera efectiva e inmediata los derechos fundamentales en los casos en que estos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de una autoridad pública o de un particular, pero no tiene como propósito brindarle protección supletoria a los derechos constitucionales fundamentales, pues es ajeno a su naturaleza reemplazar los procesos ordinarios o especiales que para la situación dada, haya previsto el legislador.”

“El proceso penal en curso, impide al demandante solicitar protección al juez de tutela, pues ello atenta contra los principios de residualidad y subsidiariedad que caracterizan este instrumento de defensa constitucional, según los cuales “(e)sta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial” (artículo 86 Constitucional), precepto que es reafirmado por el artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, al decir: “la acción de tutela no procederá: 1.  Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales”.

Tal como se constató mediante la inspección judicial realizada a la actuación existente en contra de Usma Cañaveral, se encuentra surtiendo la segunda instancia, por lo que aún no ha concluido la acción dentro de los cauces ordinarios establecidos por la ley procesal penal, requisito sine qua non para que exista el elemento de residualidad de la tutela.

Por lo demás, no se alega por el petente ni aparece acreditado que pueda existir un perjuicio irremediable en ciernes para el detenido, de tal manera que se requiera la urgente intervención del juez constitucional, así sea de manera transitoria.

Es muy precario el argumento que expone el actor para pregonar la presunta violación al debido proceso, porque la juez de conocimiento al fallar el asunto lo declaró responsable con fundamento en la prueba recaudada durante el juicio oral, porque su situación aún no ha sido revisada por el ad quem, de manera que será en esa oportunidad procesal donde deba decidirse si le asiste la razón.

Lo escaso de la exposición fáctica y la evidente ausencia de los requisitos de subsidiariedad y residualidad limitan a la Sala para ampliar el espectro sobre el cual deba emitir su juicio de valor, de suerte que se estiman suficientes los breves argumentos señalados para arribar a la conclusión de que la acción deviene improcedente, como quiera que no puede aún el actor predicar la violación del derecho fundamental anunciado, toda vez que el juicio penal no ha concluido y en esas condiciones habrá de negarse la protección implorada.
DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución,
RESUELVE
Primero: Negar por improcedente la protección del derecho fundamental invocado por el ciudadano Carlos Enrique Usma Cañaveral.

Segundo: Notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991 y Remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión, en caso de no ser impugnada.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

LEONEL ROGELES MORENO           JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado









 Magistrado
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
   JAIRO ALBERTO LÓPEZ MORALES

Magistrado
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